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Resumen de las conclusiones 
 

Desde Colombia (FORO) surgió la propuesta de realizar un ejercicio colaborativo de análisis de los 
marcos normativos que regulan la minería en Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, México y 
Perú, con el propósito de identificar posibles campos de acción y estrategias de intervención de 
ONGs preocupadas con el tema.  

Las organizaciones participantes: 
* Jubileo / Bolivia 
* IBASE / Brasil 
* Terram / Chile 
* FORO / Colombia 
* Grupo Faro / Ecuador 
* Fundar / México 
* Grupo Propuesta Ciudadana / Perú 
hicieron un mapeo de las normas nacionales que regulan el sector extractivo, las regalías y la 
participación ciudadana en la toma de decisiones. El conjunto de estudios nacionales se discutió en 
un taller de intercambio, realizado en Lima el 16 y 17 de septiembre de 2013 y organizado por 
FORO y el SdF Perú. 

El taller hizo evidente que la complejidad del tema no puede ser óbice para identificar puntos clave 
de la normativa minera que hoy reclaman una acción desde diferentes actores, especialmente 
desde las organizaciones de la sociedad civil. En este resumen se analizarán los temas críticos 
(retos) y se definirán algunas líneas de acción de las organizaciones sociales en la perspectiva de 
mejorar sustancialmente el carácter y el alcance de la normativa minera. 

Los principales retos 

 Generar un debate amplio (incluyente), informado (con datos) y razonado (con argumentos) 
sobre la minería en la región y en cada uno de los países, abordado desde una perspectiva 
integral, es decir, que contemple toda la cadena de valor y la articulación de la actividad minera 
con otras actividades económicas. Ese debate debe enmarcarse en visiones de desarrollo y en 
propuestas de país y de región que conduzcan a la necesidad de una planificación de mediano y 
largo plazo del sector.  

 La mirada integral del sector minero incluye establecer las relaciones entre la eficiencia 
económica, la conservación del medio ambiente y el respeto a los derechos humanos de la 
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población que reside en los territorios donde se desarrolla la actividad extractiva, incluido el 
derecho a la consulta previa de las comunidades étnicas. 

 Uno de los aspectos que debe contemplar ese debate es la definición del rol del Estado desde 
por lo menos tres puntos de vista: en primer lugar, el fortalecimiento del sector estatal frente a 
los agentes privados en materia de regulación y de control del proceso productivo y, en general, 
de toda la cadena de valor. En segundo lugar, la sustitución de la visión rentista y extractivista 
de la actividad minera por otra que la convierta en herramienta para el impulso a otros sectores 
de la economía y en oportunidad para la generación de riqueza y bienestar. Finalmente, la 
recuperación, en aquellos países donde no existen, de empresas estatales para la explotación 
de recursos mineros, tomando como base la experiencia de la explotación de hidrocarburos, 
exitosa en varios países de la región. 

 Un reto de gran envergadura es la reforma del marco normativo en la mayor parte de los 
países, con el fin de que no solo sea compatible con las respectivas cartas constitucionales, sino 
que propicie el paso o la transición a un esquema post-extractivista de la minería que recupere 
el rol regulador del Estado, diversifique la actividad económica para evitar la alta dependencia 
de las economías nacionales con respecto a la minería, respete los derechos de la población y 
contribuya a mejorar su calidad de vida. Temas de esa modificación de la ley que regula la 
minería en los países de la región pueden ser los siguientes: 
 La eliminación, donde exista, del principio “primero en el tiempo, primero en el derecho” y la 

introducción de sistemas de competencia para el acceso a los títulos o concesiones. 
 La diferenciación, donde no exista, de las distintas escalas de producción con el fin de aplicar 

normas diferenciales –ya presentes en algunos países- para cada tipo de producción. 
 El cambio de las normas sobre concesiones, introduciendo criterios más rigurosos que los 

actuales para la concesión de títulos de exploración y de explotación, eliminando el carácter 
indefinido de las concesiones y limitándolas a períodos que beneficien a las partes. 

 La exigencia de estudios de impacto ambiental para la entrega de títulos de exploración. 
 El incremento de los recursos que el Estado debe percibir como compensación por la 

explotación de los RNNR (regalías), el control de los precios de transferencia y la eliminación 
de la mayor parte de las exenciones tributarias existentes en varios países en la actualidad. 

 La definición de nuevos criterios para la distribución de las rentas generadas por la minería y 
para el control de su uso en inversiones de beneficio colectivo. 

 La legislación en materia ambiental, en particular sobre temas como la definición de zonas 
donde quede totalmente prohibida la minería; el manejo de los pasivos ambientales; el 
manejo del agua, licencias ambientales y estudios de impacto ambiental, y protección de 
glaciares, donde sea el caso. 

 La reglamentación de la consulta previa como mecanismo de defensa del territorio, la cultura 
y las costumbres de las minorías étnicas. 

 La transparencia de la información sobre toda la cadena de valor, la petición y la rendición de 
cuentas.  

 La promoción de la participación ciudadana como medio para involucrarla en decisiones de 
política pública que conviertan a la minería en oportunidad económica y social en el territorio. 

 Finalmente, la definición de un papel más activo de los gobiernos subnacionales en la definición 
de usos del suelo, el ordenamiento territorial y la vigilancia del sector en su territorio, así como 
la capacitación de sus funcionarios y el desarrollo institucional para el mejor cumplimiento de 
sus respectivas obligaciones. 
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Las líneas de acción 

Los retos anteriores abren la puerta a la acción de las organizaciones sociales de todo tipo y, en 
particular, a las ONG de desarrollo. A continuación se enumeran algunas líneas de trabajo que la 
sociedad civil puede y debe desarrollar en aras de contribuir a modificar de manera sustancial el 
modelo de minería rentista y extractivista imperante en los países analizados.  
Esta tarea es tanto más importante cuanto que hasta el presente la sociedad civil ha sido 
marginada de la toma de decisiones sobre la orientación del sector, decisiones que han sido 
tomadas en el seno de las entidades estatales o a partir de acuerdos entre estas últimas y las 
empresas. Es preciso involucrar a la sociedad en su conjunto, en particular a los sectores 
relacionados con la minería, en la discusión pública sobre el presente y el futuro de la actividad 
minera con el fin de reorientar la política del sector y modificar las condiciones para su ejercicio.  

Las organizaciones de la sociedad civil pueden: 
a. Multiplicar las redes y los espacios de diálogo entre los actores  del sector y con otras 

organizaciones de la sociedad civil para animar la discusión sobre el presente y el futuro de la 
minería en cada país y en la región. Es necesaria la formación de plataformas y redes que 
generen sinergias institucionales, económicas, de pensamiento y de acción para construir una 
voz en el escenario público que asuma los desafíos del sector minero. Se trata también de 
aprovechar las redes existentes para beneficiarse de su capital y experiencia, y crear otras que 
pueden aportar a ese mismo propósito. Sólo así el debate será público y, por tanto, incluyente. 

b. Generación, acopio, análisis y difusión de información sobre el sector en toda la cadena de 
valor, que dé sustento a una discusión informada. La investigación se erige como una necesidad 
inmediata, siempre pensando en la construcción de conocimiento para la acción política. La 
multiplicación de observatorios, de estudios, de información sistematizada, de análisis, 
publicaciones e intercambios sobre lo que ocurre en el sector en cada país y a nivel regional 
constituyen herramientas imprescindibles para el cambio del modelo extractivista. 

c. Monitoreo ciudadano del sector. Temas como la aplicación del mecanismo de consulta previa, la 
aprobación de los Estudios de Impacto Ambiental, la generación y distribución de la renta, las 
concesiones deben ser asuntos privilegiados en el seguimiento ciudadano a las decisiones y al 
manejo del sector. 

d. Generación de opinión pública. La discusión de los grandes temas de la minería en la región  no 
puede seguir haciéndose a puerta cerrada. Es preciso que diferentes sectores de la opinión 
pública se sumen a ella, con información suficiente, pertinente y oportuna. Para involucrar más 
a la sociedad civil en la discusión del modelo minero es importante empezar por elevar las 
capacidades en los ciudadanos y aumentar su conocimiento sobre los diferentes componentes 
relacionados con este sector; esta misión puede estar en manos de organizaciones no 
gubernamentales, la academia y centros de investigaciones, los cuales deben producir y 
transmitir información, así como promover discusiones públicas sobre temas de interés 
nacional o local. La discusión del marco normativo de la minería, el análisis de los conflictos 
sociales y de su solución, la superación del extractivismo rentista que inspira la política nacional, 
la definición del rol de las autoridades sub-nacionales y la participación de la ciudadanía en la 
vigilancia del sector y en la definición de las políticas para su desarrollo, incluida la consulta 
previa, deben ser materia de un debate que no da más espera.  

e. Incidencia política. Esta puede ser diseñada por lo menos en cuatro campos:  
i) la modificación de las leyes mineras en lo que sea necesario en cada país, de manera que se 

acomode a una visión alternativa de la minería, fundamentada en un modelo de minería 
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esencial (la minería que necesitamos para el mercado interno y para la exportación de 
materias primas), interconectada con otros sectores del circuito económico, responsable 
ambientalmente, generadora de beneficios en todas las escalas productivas y para las 
poblaciones y los territorios donde se explote, y que le otorgue al Estado un papel activo no 
sólo como regulador del sector, sino también como actor-empresario;  

ii) la definición de una política integral de desarrollo minero para los próximos 15 años que 
contemple las condiciones económicas, tributarias, sociales (impacto social y participación 
ciudadana) y territoriales-ambientales en las cuales debe desarrollarse. Esa política deberá 
incluir, además, apuestas por la formalización de la minería informal, lucha contra la minería 
criminal, y esfuerzos por lograr encadenamientos productivos generadores de empleo y de 
valor agregado;  

iii) la definición de un protocolo de consulta previa, libre e informada a las minorías étnicas; y  
iv) la transparencia del sector en materia de pagos, de concesiones y contratos y de distribución 

y uso de las rentas generadas por la minería. Promover la Iniciativa de Transparencia de las 
Industrias Extractivas (EITI por sus siglas en inglés) puede ser un campo de incidencia para 
varios de los países estudiados. 

f. Apoyo de organizaciones sociales de base y comunidades locales y su fortalecimiento como 
actores para que tengan un lugar más visible e incidente en el manejo de la actividad minera en 
su territorio, especialmente a través de la vigilancia de la actividad extractiva y su participación 
en los planes de ordenamiento territorial. Es importante realizar procesos de formación y 
acompañamiento a líderes sociales, instancias de participación y a la población, especialmente a 
aquella ubicada en las zonas de exploración/explotación para que vigilen la actividad en su 
territorio y hagan uso de los instrumentos existentes para actuar en caso de ocurrencia de 
impactos negativos de la minería (sociales, económicos, ambientales). Se trata de incrementar 
su capacidad de incidencia en la discusión sobre el modelo de desarrollo minero que se viene 
implementando en su territorio y en la construcción de alternativas de desarrollo sostenible. La 
idea es estimular la contribución de las comunidades a una gobernanza democrática del 
territorio a través de un diálogo permanente con los actores del sector. 

g. Articulación del trabajo a nivel internacional. Es indispensable construir redes y coaliciones, 
como la Red Latinoamericana sobre las Industrias Extractivas, en las que se compartan las 
experiencias de cada país en temas específicos sobre minería, las cuales puedan servir de 
referencia para los casos nacionales e, incluso, para adelantar campañas de cobertura regional. 

Estas líneas de trabajo son de largo aliento. Implican una labor constante, oportuna y 
comprometida con los actores de la minería, especialmente los pequeños y los mineros 
artesanales. Requiere el apoyo de centros universitarios, de la cooperación internacional, de los 
partidos políticos y todos los sectores interesados en cambiar el modelo de minería extractivista 
hoy imperante en el continente.  

No es un camino fácil, pues está lleno de obstáculos, interpuestos especialmente por aquellos que 
sienten amenazado su poder de decisión y manejo del sector. Por eso existe la imperiosa 
necesidad de construir sinergias fuertes y duraderas, que permitan enfrentar a otros actores 
estatales  y no estatales en la brega por abandonar el actual modelo y construir uno a la medida de 
las necesidades reales de cada país y de la región en su conjunto. 


